	


MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

EXP. Nº 2003-1440

 

El Juzgado Quinto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, mediante Oficio Nº 008/03 de fecha 22 de septiembre de 2003, remitió a esta Sala el expediente contentivo de la solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de los salarios caídos, presentada por el ciudadano JUAN ALBERTO RODRÍGUEZ MACHADO, titular de la cédula de identidad Nº 12.561.061, contra la sociedad mercantil PROYECTOS LOGIC INTEGRATOR C.A., inscrita ante el Registro Mercantil IV de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 12 de noviembre de 1999, bajo el Nº 5, Tomo 67. Dicha remisión se efectuó a los fines de la consulta prevista en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, en virtud de que el referido juzgado declaró la falta de jurisdicción respecto a la Administración Pública. 

En fecha 18 de noviembre de 2003 se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha, se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la consulta. 

 
I
ANTECEDENTES
 
Mediante planilla de fecha 21 de enero de 2003, presentada por ante el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, el ciudadano Juan Alberto Rodríguez Machado, supra identificado, interpuso solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de los salarios caídos, contra la sociedad mercantil Proyectos Logic Integrator, C.A., por cuanto, según alega, su despido se produjo injustificadamente y sin que hubiera incurrido en ninguna de las faltas establecidas en el artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Correspondiéndole por distribución al Juzgado Quinto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas conocer de la presente causa, por auto del 20 de enero de 2003, ordenó al mencionado trabajador ampliar su solicitud en los términos de una demanda, por cuanto ésta no cumplía con los requisitos establecidos en el artículo 57 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo.

Por escrito del 4 de febrero de 2003, el ciudadano Juan Alberto Rodríguez Machado, amplió la solicitud interpuesta.

Luego, el tribunal de la causa por auto del 11 de febrero de 2003, admitió dicha solicitud, así como el escrito de ampliación, razón por la cual ordenó practicar la citación de la parte demandada, a los fines de que diera contestación a la demanda; asimismo, fijó el segundo (2do) día de despacho siguiente a su citación para la celebración del acto conciliatorio, conforme a lo dispuesto en el artículo 117 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Practicada la citación personal de la sociedad mercantil demandada en la persona de su Director Ejecutivo, según consta en diligencia suscrita por el Alguacil del tribunal de la causa de fecha 11 de marzo de 2003, y llegada la oportunidad para la celebración del acto conciliatorio, el 13 del mismo mes y año, se dejó constancia que la parte actora se hizo presente, no así la representación judicial de la empresa demandada.   

Luego, mediante diligencia de fecha 19 de marzo de 2003, el ciudadano Edgardo Chumaceiro, titular de la cédula de identidad Nº 5.300.121, actuando en su condición de representante legal de la sociedad mercantil demandada, asistido por los abogados José Ignacio Bustamante y Williams Pérez Fernández, inscritos en el Inpreabogado bajo los números 2.444 y 58.565, respectivamente, consignó escrito de contestación a la demanda incoada.

Por diligencias de fechas 25 y 26 de marzo de 2003, tanto la parte actora como la demandada, asistidos de abogados, consignaron escritos de pruebas en la presente causa, pruebas que fueron admitidas por el tribunal de la causa en fecha 1º de abril de 2003, ordenándose la evacuación de las mismas.

El 3 de abril de 2003, el ciudadano Edgardo Chumaceiro, supra identificado, confirió poder apud acta, en nombre de su representada, a la abogada Yajaira Parra, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 85.147.

La representación judicial de la parte demandada, por diligencia suscrita en la misma fecha, solicitó al tribunal de la causa declarar, como punto previo de la sentencia definitiva, su falta de jurisdicción para conocer de la acción incoada.

En fecha 9 de abril de 2003, el ciudadano Juan Alberto Rodríguez Machado, parte actora, confirió poder apud acta a los abogados Luis Alfredo Lemus Cedeño y Oswaldo Rafael Idrogo, inscritos en el Inpreabogado bajo los números 21.753 y 22.000, respectivamente.

Posteriormente, en fechas 15 y 23 de abril de 2003, la representación judicial de la parte demandada, ratificó el pedimento relativo a la falta de jurisdicción del tribunal de la causa, por cuanto el trabajador se encontraba amparado por la inamovilidad laboral acordada por Decreto Presidencial.

El tribunal de la causa por auto del 29 de abril de 2003, indicó que por cuanto el pronunciamiento en relación con la falta de jurisdicción comporta materia de fondo, dicho tribunal resolverá el mismo al momento de decidir el fondo del asunto.

El 30 de abril de 2003, vencido el lapso establecido para la constitución del tribunal con jueces asociados, sin que las partes lo hubiesen solicitado, se fijó la oportunidad para dictar sentencia dentro de los quince (15) días de despacho siguientes, conforme lo dispuesto en el artículo 118 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Finalmente, mediante decisión de fecha 28 de mayo de 2003, el Juzgado Quinto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas, al declarar su falta de jurisdicción para conocer del caso de autos, indicó lo siguiente:

“Constata el Tribunal, que el Ejecutivo Nacional mediante Decreto Nº 1.271 de fecha 11 de enero de 2003, publicado en la Gaceta Oficial, prorrogó desde el día 16 de enero de 2003 y hasta el 15 de julio de 2003, ambas fechas inclusive, la inamovilidad, dictada a favor de los trabajadores del sector privado y del sector público regidos por la Ley Orgánica del Trabajo contenido en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 5.607 de esa misma fecha. 

Al haber sido despedido el ciudadano JUAN ALBERTO RODRÍGUEZ, en fecha 14 de enero de 2003, es decir, cuando aún se encontraba amparado por la inamovilidad decretada por el Ejecutivo Nacional, tal y como se desprende del Decreto de Inamovilidad dictado por el Ejecutivo Nacional de fecha once (11) de enero de 2003, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 1.271 de fecha 13/01/03, en consecuencia este Tribunal no tiene Jurisdicción para conocer y dirimir la presente causa, en virtud de la `INAMOVILIDAD LABORAL´ de todos los trabajadores del sector privado y del sector público comprendidos en el Decreto Nº 2.053, de fecha 14/10/02 y publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 5.067 Extraordinaria de esa misma fecha, atribuyendo jurisdicción a las INSPECTORÍAS DEL TRABAJO para tramitar tales solicitudes de reenganches de los trabajadores amparados en el referido Decreto...”              

 

Finalmente, dicho juzgado ordenó remitir el expediente a esta Sala, a los fines de la consulta prevista en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil.    

II
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR
Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre la consulta sometida a su conocimiento, y en tal sentido se observa que en la solicitud presentada por el ciudadano Juan Alberto Rodríguez Machado, así como en el escrito contentivo de la ampliación a la misma, se pretende la calificación del despido, así como el reenganche y el correspondiente pago de los salarios caídos.
Asimismo, observa la Sala que el tribunal consultante declaró su falta de jurisdicción para conocer de los autos con fundamento en que para el momento de producirse el despido del ciudadano Juan Alberto Rodríguez Machado, se encontraba vigente el Decreto de Inmovilidad laboral, dictado por el Presidente de la República en fecha 11 de enero de 2003 publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela en fecha 13 del mismo mes y año. 
Al respecto, observa esta Sala que el  artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, además de consagrar el procedimiento de calificación previa de despido cuando el patrono pretenda despedir a uno o más trabajadores por ante el Juez de estabilidad laboral, regula igualmente, la facultad que tiene el trabajador despedido de poder acudir ante el mismo juez de estabilidad, si considera que el despido no estuvo fundamentado en alguna de las causas justificadas, para que este modo se le califique el despido y se ordene el reenganche y el correspondiente pago de los salarios caídos.
En tal sentido, la Ley Orgánica Procesal del Trabajo establece en el ordinal 2º del artículo 29, la competencia de los Tribunales del Trabajo para conocer de “... las solicitudes de calificación de despido o reenganche, formuladas con base en la estabilidad laboral consagrada en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y en la legislación laboral”; sin embargo, si bien en principio corresponde al  a quo conocer de la acción incoada, debe precisarse que en la Ley Orgánica del Trabajo se establecen situaciones en las cuales es exigida la calificación previa del despido a la Inspectoría del Trabajo, en virtud de la inamovilidad que podrían disfrutar en un momento determinado los trabajadores. Así, entre los trabajadores que para ser despedidos necesitan de la calificación previa por el ente administrativo figuran: a) la mujer en estado de gravidez, b) los trabajadores que gocen de fuero sindical, c) los trabajadores que tengan suspendida su relación laboral y d) los que estén discutiendo convenciones colectivas. 
Adicionalmente, requieren de la calificación de despido previa por ante el respectivo órgano administrativo, los supuestos de inamovilidad laboral cuando la misma es decretada por el Ejecutivo Nacional en uso de las potestades que la Constitución y la Ley le confieren.
En el caso de autos, la representación judicial de la parte demandada, solicitó al tribunal de la causa declarara su falta de jurisdicción para conocer de los autos, por cuanto al trabajador le resulta aplicable la inamovilidad laboral prevista en el Decreto Presidencial; al respecto, debe esta Sala aclarar que, ciertamente, el ciudadano Juan Alberto Rodríguez Machado al momento de producirse su despido, esto es, el 14 de enero de 2003, se encontraba amparado por el Decreto de Inamovilidad Presidencial Nº 2.053 de fecha 24 de octubre de 2002, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Extraordinaria Nº 5.607 de la misma fecha, ello en virtud de no estar exceptuado de la aplicación del mismo. En dicho Decreto se estableció en los artículos 1º y 5º lo siguiente:
“Artículo 1º.- Se prorroga hasta el quince (15) de enero del año dos mil tres (2003) la inamovilidad laboral especial, dictada a favor de los trabajadores y trabajadoras del sector privado y del sector público regidos por la Ley Orgánica del Trabajo, contenido en el Decreto 1.889, de fecha veinticinco (25) de julio del año dos  mil dos (2002) y publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37.491, de esa misma fecha

Artículo 5.- Quedan exceptuados de la aplicación de la prórroga de la inamovilidad laboral especial prevista en este Decreto, los trabajadores y trabajadoras que ejerzan cargos de dirección, quienes tengan menos de tres (3) meses al servicio de un patrono o patrona, quienes desempeñen cargos de confianza, quienes devenguen un salario básico mensual superior a seiscientos treinta y tres mil seiscientos bolívares (Bs. 633.600,00) y los funcionarios y funcionarias del sector público, quienes conservarán la estabilidad prevista en la normativa legal que los rige ”. (Negrillas de la Sala)

De lo expuesto, comparte la Sala lo establecido por el tribunal consultante relativo a la falta de jurisdicción del poder judicial para conocer de los autos, ello por cuanto se observa que el ciudadano Juan Alberto Rodríguez Machado, quien se desempeñaba con el cargo de Asistente Administrativo en la sociedad mercantil Proyectos Logic Integrator C.A., desde el 27 de octubre de 1999, y hasta el 14 de enero de 2003, momento en el cual fue despedido, devengaba un salario básico mensual de trescientos mil bolívares (Bs. 300.000,oo), encontrándose en consecuencia amparado por la inamovilidad decretada por el Ejecutivo Nacional mediante Decreto Nº 2.053 de fecha 24 de octubre de 2002, no así por la contenida en el Decreto de fecha 11 de enero del presente año, tal como indicó asimismo el tribunal remitente en el fallo objeto de la presente consulta, razón por la cual, al tratarse el caso de autos de uno de los supuestos en los que es requerida la calificación previa por el órgano administrativo correspondiente, esto es, la Inspectoría del Trabajo del Area Metropolitana de Caracas, deberá ser esta quien deba calificar el despido objeto de la presente acción. Así se decide.

III
DECISIÓN
Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el PODER JUDICIAL NO TIENE JURISDICCIÓN para conocer y decidir la solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, interpuesta por el ciudadano JUAN ALBERTO RODRÍGUEZ MACHADO, contra la sociedad mercantil PROYECTOS LOGIC INTREGATOR, C.A.

En consecuencia, se confirma la decisión consultada de fecha 28 de mayo de 2003, mediante la cual el tribunal remitente declaró su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública.


Devuélvase el expediente al Juzgado Quinto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Area Metropolitana de Caracas.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase copia certificada de la presente decisión a la Inspectoría del Trabajo del Area Metropolitana de Caracas. Cúmplase lo ordenado.


Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los veintidós (22) días del mes de enero de dos mil cuatro (2004). Años 193º de la Independencia y 144º de la Federación.

    El Presidente Ponente,

LEVIS IGNACIO ZERPA








            El Vicepresidente

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

        La Magistrada,

YOLANDA JAIMES GUERRERO

La Secretaria,

ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
EXP. Nº 2003-1440
Liz/sbs 
En veintisiete (27) de enero del año dos mil cuatro, se publicó y registró el anterior auto para mejor proveer bajo el Nº 00009.
 
